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Resumen: La legalización de las ganancias procedentes del delito 
y la diicultad que entraña su identiicación una vez que se integran 
en el patrimonio del sujeto activo y pasan a formar parte del tráico 
legal, ha provocado que se hayan establecido normas que impidan la 
realización de la conducta delictiva, normas de tipo preventivo. En 
este contexto y consecuencia de la trasposición de una Directiva Eu-
ropea se aprobó la primera ley sobre prevención de blanqueo de capi-
tales dirigida a aquellos sujetos que, con su actuación profesional, 
podrían facilitar el blanqueo de capitales. Las líneas que se siguen a 
continuación se encuadran en el estudio de las obligaciones impues-
tas por la normativa española de prevención del blanqueo de capitales 
al Abogado (Ley 10/10, de 28 de abril), y su compatibilidad con el 
desempeño de la profesión de la Abogacía. Básicamente, analizare-
mos el respeto de la citada norma a uno de los principios básicos del 
ejercicio de la Abogacía en el derecho español, el secreto profesional, 
la conianza abogado-cliente y, en lo que pueda afectar, el respeto al 
derecho de defensa previsto en el art. 24 CE.

Abstract: The legalization of proceeds of crime and the dificulty 
of identiication once they are integrated into the heritage of the ac-
tive subject and become part of the legal trafic, has caused rules that 
impede the realization of the criminal conduct rules, Preventive stan-
dards. In this context, and as a consequence of the transposition of a 
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European Directive, the irst Law on the prevention of money laun-
dering was approved, aimed at those subjects who, through their 
professional activity, could facilitate money laundering. The following 
lines are framed in the study of the obligations imposed by the span-
ish legislation on the prevention of money laundering to the lawyer 
(Law 10/10, april 28), and their compatibility with the advocacy. Basi-
cally, we will analyze the respect of the law to one of the basic prin-
ciples of the practice of the advocacy in Spanish law, professional se-
crecy, lawyer-client trust and, in what may also affect, respect for the 
right of defense (art. 24 CE).
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I. CONSIDERACIONES PREVIAS

La actividad de blanqueo de capitales consistente en la legaliza-
ción del dinero o bienes procedentes del tráico ilícito, ha sido una 
constante preocupación tanto a nivel internacional como nacional. 
En este sentido, se han arbitrado no solo medidas de carácter represi-
vo, tipiicación del blanqueo de capitales como delito dentro del Códi-
go Penal Español sino también, y para evitar tales conductas delicti-
vas, se han establecido medidas de tipo preventivo1.

1 La ley española originaria que estableció medidas preventivas fue la Ley 
19/1993, de 28 de diciembre, sobre determinadas Medidas de Prevención del Blan-
queo de Capitales. Tanto ésta como su Reglamento fueron consecuencia de la traspo-
sición de la Directiva 91/308 CEE del Consejo de las Comunidades Europeas relativa 
a la prevención de la utilización del sistema inanciero para el blanqueo de capitales 
y 2001/97/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 4 de diciembre de 2001.
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Estas medidas preventivas se encuentran actualmente reguladas 
en nuestra legislación mediante la Ley de Prevención de Blanqueo de 
Capitales y Financiación del Terrorismo de 28 de abril de 2010 (en 
adelante, LPBC). Esta Ley impone una serie de obligaciones a diver-
sos sujetos que podrían, con su actuación profesional, contribuir a la 
legalización de ganancias procedentes del delito. A continuación, nos 
centraremos en las obligaciones establecidas por la norma al Abogado 
y la excepción contemplada en el art. 22 LPBC.

II. OBLIGACIONES IMPUESTAS POR LA LPBC AL ABOGADO.

La vigente LPBC tiene como inalidad proteger la integridad del 
sistema inanciero y de otros sectores de actividad económica me-
diante el establecimiento de una serie de obligaciones de prevención 
del blanqueo de capitales2. Entre los destinatarios de tales obligacio-
nes nos encontramos con el Abogado3, pero no en cualquier actuación 
profesional, sino únicamente cuando realicen algunas de las activida-
des especíicamente tasadas en la Ley. En concreto, estarán sujetos a 
las obligaciones que establece la LPBC cuando participen en: 1) Con-
cepción, 2) Realización o, 3) Asesoramiento de operaciones por 
cuenta de clientes relativas a: a) compraventa de inmuebles o entida-
des comerciales, b) la gestión de fondos valores u otros activos, c) la 
apertura o gestión de cuentas corrientes, cuentas de ahorro o cuentas 
de valores, d) la organización de las aportaciones necesarias para la 
creación, el funcionamiento o la gestión de empresas o e) la creación, 
el funcionamiento o la gestión de ideicomisos (trusts), sociedades o 
estructuras análogas, y f) cuando actúen por cuenta de clientes en 
cualquier operación inanciera o inmobiliaria4.

2 Ex. Art. 1 LPBC
3 Como hemos apuntado, la Directiva 91/308 CEE, del Consejo de las Comunida-

des Europeas relativa a la prevención de la utilización del sistema inanciero para el 
blanqueo de capitales constituye el origen de la ley española originaria (Ley 19/1993, 
de 28 de diciembre, sobre determinadas Medidas de Prevención del Blanqueo de Ca-
pitales que estableció medidas preventivas), ampliada posteriormente por la Directi-
va 2001/97/CE del Parlamento Europeo y del Consejo de 4 de diciembre de 2001. Si 
bien, se introduce en la Ley de 1993 tras la reforma operada por la Ley 19/2003, de 4 
de julio, como sujeto obligado, al Abogado. COBO DEL ROSAL, M. y ZABALA LÓPEZ-GÓ-
MEZ, C., «La cuestión del blanqueo en el Derecho administrativo español» Blanqueo 
de capitales, Abogados procuradores y notarios, inversores, bancarios y empresarios 
(repercusión en las leyes españolas de las nuevas directivas de la comunidad europea) 
(Estudio doctrinal, legislativo y jurisprudencial de las infracciones y de los delitos de 
blanqueo de capitales). Cesej-Ediciones, Madrid 2005. págs. 15-40.

4 Art. 2. 1, ñ) LPBC.
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En todos estos supuestos, el Abogado se encuentra obligado a: 
realizar labores de identiicación del cliente, conocimiento de su pro-
pósito de negocio y seguimiento de la relación de negocio que enta-
blen (arts. 3 a 7). Estas medidas normales de diligencia debida po-
drán en su caso ser simpliicadas (art. 9), o bien medidas reforzadas 
(art. 11), según el riesgo de blanqueo que presente el cliente o la ope-
ración. Además, existe obligación de examen especial y de comunica-
ción al Servicio Ejecutivo de Prevención de Blanqueo de Capitales (en 
adelante, SEPBLAC) de cualquier hecho y operación que, tras el exa-
men especial citado, presente indicio o certeza de que está relaciona-
do con blanqueo de capitales. En dichos casos, deberán abstenerse de 
ejecutar las operaciones (arts. 17, 18 y 19). También, comunicarán las 
operaciones que se determinen reglamentariamente (art. 20), facilita-
rán la documentación requerida por la Comisión de Prevención de 
Blanqueo, estarán afectos por una prohibición de revelación y obliga-
dos a la conservación de documentos y, a la adopción de medidas de 
control interno (arts. 24, 25, 26).

La LPBC, sin perjuicio de lo señalado, dispone que los Abogados 
guardarán el deber de secreto profesional de conformidad con la le-
gislación vigente5. Además, se recogen una serie de excepciones a las 
reseñadas obligaciones que trataremos a continuación.

III. EXCEPCIONES CONTEMPLADAS EN EL ART. 22 LPBC

El art. 22 LPBC establece que «Los abogados no estarán sometidos 
a las obligaciones establecidas en los artículos 7.3, 18 y 21 con respecto 
a la información que reciban de uno de sus clientes u obtengan sobre él 
al determinar la posición jurídica a favor de su cliente o desempeñar su 
misión de defender a dicho cliente en procesos judiciales o en relación 
con ellos, incluido el asesoramiento sobre la incoación o la forma de 
evitar un proceso, independientemente de si han recibido u obtenido 
dicha información antes, durante o después de tales procesos. Sin per-
juicio de lo establecido en la presente Ley, los abogados guardarán el 
deber de secreto profesional de conformidad con la legislación vigente».

De lo dispuesto en este precepto extraemos lo siguiente: 

1. No se encuentra obligado el Abogado a abstenerse de entablar 
relaciones de negocio con aquellos clientes con quienes no haya podi-
do aplicar las medidas de diligencia debida6.

5 Art. 22 in ine LPBC.
6 Art. 7.3 LPBC «Los sujetos no establecerán relaciones de negocio un ejecutarán operacio-

nes cuando no puedan aplicar las medidas de diligencia debida previstas en esta Ley...//…».
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2. No existe obligación de comunicar al SEPBLAC cualquier he-
cho u operación respecto a los que, tras el examen especial del art. 17, 
exista indicio o certeza de que el cliente está relacionado con el blan-
queo de capitales (art. 18.1)7.

3. No existe obligación para los abogados de facilitar la documen-
tación e información que la Comisión de Prevención del Blanqueo de 
Capitales e Infracciones Monetarias o sus órganos de apoyo les re-
quieran para el ejercicio de sus competencias (Art. 21.1).

Sin embargo estas excepciones se dan únicamente con respecto a:

1. La información que reciban de uno de sus clientes u obtengan 
sobre él al determinar la posición jurídica en favor de su cliente.

2. Desempeñar su misión de defender a dicho cliente en procesos 
judiciales o en relación con ellos.

3. El asesoramiento sobre la incoación o la forma de evitar un 
proceso, independientemente de si han recibido u obtenido dicha in-
formación antes, durante o después de tales procesos.

En el resto de supuestos, los Abogados se encuentran obligados 
por los artículos 7.3, 18 y 21 de la Ley. Parece que las excepciones se 
dan respecto a los que podríamos llamar, a nuestro entender y a sim-
ples efectos ilustrativos, «abogados procesalistas».

Estas excepciones se deben exclusivamente a la salvaguarda tanto 
del secreto profesional como del derecho de defensa propiamente di-
cho, derecho fundamental recogido en la Constitución Española que 
se pone de maniiesto, sin lugar a dudas, en el momento en que el 
asesoramiento de un Abogado a un cliente se realiza respecto a un 
procedimiento judicial.

Blanco Cordero ha interpretado los supuestos excluidos de la obli-
gación de comunicación e información para el Abogado y, airma que 
quedan excluidas las siguientes: 1) La actividad de defensa en cual-
quier proceso judicial. Las actividades de asesoramiento y representa-
ción en juicio quedan al margen de las obligaciones del abogado en 
materia de blanqueo de capitales. Se dice incluso que queda fuera de 
cualquier proceso, no solamente judicial, en el que esté vigente el de-
recho de defensa como garantía del derecho a un proceso justo, sino 
que este proceso puede ser de carácter administrativo sancionador o 

7 Art. 18.1 párrafo 2.º LPBC «En particular, se comunicarán al Servicio Ejecutivo de 
la Comisión las operaciones que, en relación con las actividades señaladas en el artícu-
lo 1, muestren una falta de correspondencia ostensible con la naturaleza, volumen de 
actividad o antecedentes operativos de los clientes, siempre que en el examen especial 
previsto en el artículo precedente no se aprecie justificación económica, profesional o de 
negocio para la realización de las operaciones».
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judicial; 2) También, airma el autor, queda excluido el asesoramiento 
preventivo, esto es, todo asesoramiento que se reiera a la posible in-
coación de procesos penales o expedientes administrativos. A este 
respecto, al margen de lo manifestado por Blanco Cordero, entende-
mos que cualquier asesoramiento podría entenderse amparado por 
esta excepción alegando que puede ser previo a un futuro y eventual 
proceso o precisamente, para evitarlo; y 3) El asesoramiento jurídico 
posterior a la realización de las transacciones con el in de determinar 
la posición jurídica del cliente. Esto comprende la posible responsa-
bilidad que se pueda derivar de las mismas, tanto para el supuesto de 
que se haya incoado algún procedimiento o no se haya llegado a in-
coar, o procesos por eventuales infracciones. Dicho asesoramiento 
puede llegar a la conclusión de que la transacción es lícita, en cuyo 
caso el abogado no habrá apreciado indicios de blanqueo y no está 
obligado a comunicar. Si concluye que la transacción es ilícita o cono-
ce hechos constitutivos de indicios de blanqueo, también quedara 
exento de la obligación de comunicar porque se trata de un asesora-
miento previo a la incoación de un procedimiento8.

El asesoramiento, actividad sujeta a las obligaciones de la LPBC, 
es el que, junto con el ejercicio del derecho de defensa en un procedi-
miento judicial, mayoritariamente se ve afectado por la excepción. No 
existe duda de la motivación que yace en la inclusión de las excepcio-
nes previstas en el art. 22. Si bien, lo que nos planteamos es si con la 
salvedad prevista en este precepto ya se encuentran salvaguardados, 
es decir, si, fuera de las excepciones que recoge la LPBC en el citado 
precepto, el cumplimiento por el Abogado de las obligaciones, podría 
dar lugar a la vulneración de la obligación de secreto profesional o a 
algún derecho fundamental. Para ello, debemos detenernos en las 
funciones típicas del Abogado, cuáles de las mismas se encuentran 
protegidas por el secreto profesional y, si sólo puede entenderse vul-
nerado el derecho de defensa en los supuestos que la Ley ha exceptua-
do a través de su art. 22.

IV. FUNCIONES DEL ABOGADO

IV.A) Definición y funciones del Abogado

El Abogado como colaborador necesario de la función jurisdiccio-
nal que desempeña en el ejercicio de su profesión y en defensa de su 
cliente, contribuye activamente a mejorar e incrementar la calidad de 

8 BLANCO CORDERO, I., «El sujeto activo del delito de blanqueo de capitales», El 
delito de blanqueo de capitales. Editorial Aranzadi SA, 2012. págs. 549-590.
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la Justicia. La propia Constitución consagra en su artículo 24 el dere-
cho de los ciudadanos a la defensa y asistencia letrada. Esta función, 
atribuida en exclusiva a la Abogacía y desarrollada por la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial (artículos 542 y siguientes), se inspira en una 
serie de principios ampliamente desarrollados y reforzados por el 
Estatuto General de la Abogacía9.

En la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) se contempla una 
deinición de Abogado: «Corresponde en exclusiva la denominación y 
función de abogado al licenciado en Derecho que ejerza profesional-
mente la dirección y defensa de las partes en toda clase de procesos, 
o el asesoramiento y consejo jurídico» (Art. 542.1).

En el mismo sentido se pronuncia la Ley 34/2006 de 30 de octubre 
de acceso a las profesiones de Abogacía y Procurador de los Tribuna-
les reiriéndose al Abogado: «(…) como colaboradores en el ejercicio 
del derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, con el in de ga-
rantizar el acceso de los ciudadanos a un asesoramiento, defensa ju-
rídica (…)» (Art. 1).

Por su parte, el diccionario de la Real Academia de la Lengua Es-
pañola deine al Abogado como «Licenciado o doctor en derecho que 
ejerce profesionalmente la dirección y defensa de las partes en toda 
clase de procesos o el asesoramiento y consejo jurídico».

De todas las deiniciones plasmadas, parece que son dos esencial-
mente las funciones del Abogado que conforman su deinición:

 — La defensa en procedimientos de toda clase.

 — El asesoramiento o consejo jurídico.

Como ya hemos señalado, la defensa en todo tipo de procedimien-
tos está excluida de las obligaciones de la LPBC. No ocurre lo mismo 
con el asesoramiento, el cual se encuentra afectado por dichas obliga-
ciones. Sánchez Stewart ha airmado que «(…) La dedicación de los 
Abogados a una o a otra función ha sido desigual. Mientras que a la 
defensa se han dedicado la mayor parte de los Letrados, el asesora-
miento ha sido mirado como un hermano menor, como algo acceso-
rio, al no ser función exclusiva por poder ejercerla otros operadores 
jurídicos, se ha llegado a pensar que no es ni siquiera propia de la 
Abogacía»10.

9 Preámbulo del Estatuto General de la Abogacía Española, aprobado por Real 
Decreto 658/2001, de 22 de junio.

10 SANCHEZ STEWART, N., «Las funciones del Abogado en relación a las obligaciones 
que impone la normativa de prevención». La Ley Penal, n.º 53, octubre 2008, Editorial 
La Ley.
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Efectivamente, con la interpretación anterior, podría concluirse 
que las funciones establecidas por la LPBC son respetuosas con el 
derecho al secreto profesional del cliente y en consecuencia con los 
derechos fundamentales relacionados, puesto que los Abogados esta-
rían obligados cuando realizasen funciones que no le son propias.

A pesar de lo anterior, el Código Deontológico de la Abogacía Es-
pañola establece, con la inalidad de justiicar el establecimiento de 
normas de comportamiento para el Abogado, que sus funciones van 
mucho más allá que la defensa propiamente dicha en un procedi-
miento judicial de cualquier clase. Además, al referir la necesaria in-
dependencia e imparcialidad que deben primar en el ejercicio de sus 
funciones, recoge que «El Abogado informa a su cliente de su posi-
ción jurídica, de los distintos valores que se ponen en juego en cual-
quiera de sus acciones u omisiones, proveyéndole de la defensa técni-
ca de sus derechos y libertades frente a otros agentes sociales, cuyos 
derechos y dignidad personal han de ser también tenidas en cuenta, y 
esta tan compleja como unívoca actuación del Abogado sólo sirve al 
ciudadano y al propio sistema del Estado de Derecho si está exenta de 
presión, si el Abogado posee total libertad e independencia de cono-
cer, formar criterio, informar y defender, sin otra servidumbre que el 
ideal de Justicia. En ningún caso debe actuar coaccionado ni por 
complacencia»11.

Desde luego, el Abogado no se encuentra obligado a comunicar 
indicios al SEPBLAC cuando actúe en defensa de un cliente en cual-
quier clase de procedimiento jurídico, pero, sí se encuentra obligado 
cuando asesore al cliente en algunas de las operaciones recogidas en 
la LPBC. Pues bien, son funciones propias del Abogado, por ejemplo, 
informar al cliente de su posición en la sociedad desde un punto de 
vista jurídico, con todo lo que ello conlleva, sin necesidad de que se 
reiera a un procedimiento judicial. Por ello, el cliente del Abogado 
deberá conocer que en algunas de las funciones que este profesional 
desempeña, no está sometido al secreto profesional, lo cual podría 
generar cierta desconianza y comprometer el derecho de defensa.

Por su parte, el Código Deontológico Europeo establece que, en 
una sociedad basada en el respeto al Estado de Derecho, el Abogado 
cumple un papel esencial. Sus obligaciones no se limitan al iel cum-
plimiento de lo encomendado por su cliente. En un Estado de Dere-
cho, el Abogado debe servir los intereses de la Justicia así como los 

11 Preámbulo del Código Deontológico de la Abogacía Española, aprobado en el 
Pleno de 27 de septiembre de 2002 y modiicado en el Pleno de 10 de diciembre 
de 2002.
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derechos y libertades que se le han coniado para defenderlos y hacer-
los valer. Su deber no consiste únicamente en abogar por la causa de 
su cliente sino igualmente, en ser su asesor. El respeto de la función 
del Abogado es una condición esencial del Estado de Derecho y de 
una sociedad democrática12.

A la vista de lo expuesto, procede que examinemos si el asesora-
miento relacionado con un procedimiento judicial, es la única forma 
de asesoramiento que debe estar protegida por el secreto profesional 
y que garantiza el derecho de defensa.

IV.B) Asesoramiento jurídico

Sánchez Stewart recoge la deinición que del concepto «asesor» se 
contiene en el Diccionario de la Real Academia, «asesor es aquel que 
da consejo y dictamen profesional». La inclusión en la legislación es-
pañola del termino asesoramiento al trasponer la norma comunitaria 
modiicó la dicción de la Directiva Europea y, fue más allá13.

Como vemos, es precisamente la inclusión en la legislación espa-
ñola del término «asesoramiento» entre las actividades a las que se 
encuentran sujetos los Abogados, lo que nos obliga al estudio del con-
cepto. En este sentido, debemos determinar si el concepto de asesora-
miento se encuentra dentro de las funciones típicas del Abogado y por 
tanto, cubiertas por el secreto profesional.

Por su parte, Redondo Hermida ha recogido que el Tribunal Euro-
peo de Derechos Humanos en la Sentencia de 23 de noviembre 
de 2004 ha airmado, en relación al «asesoramiento jurídico», que, «La 
expresión «asesoramiento jurídico» no presenta en sí ninguna dificultad 

12 Artículo 1.1 del Código de Deontología de los Abogados Europeos (Adoptado en 
la Sesión Plenaria del CCBE de 28 de octubre de 1988 y modiicado en las Sesiones 
Plenarias de 28 de noviembre de 1998, 6 de diciembre de 2002 y 19 de mayo de 2006).

13 Airma el autor que, «España al trasponer la segunda Directiva incluyó en la Ley 
modiicando la dicción de la norma comunitaria, el concepto de participar en el ase-
soramiento. En efecto, mientras la segunda Directiva sujeta a las obligaciones a los 
profesionales independientes del Derecho en su intervención en operaciones inmobi-
liarias, societarias o de representación extrajudicial «cuando participen, ya actuando 
en nombre de su cliente y por cuenta del mismo, en cualquier transacción financiera o 
inmobiliaria, ya asistiendo en la concepción o realización de transacciones por cuenta 
de su cliente...», la ley española modiica sus términos y alude a la participación «en 
la concepción, realización o asesoramiento de transacciones por cuenta de clientes rela-
tivas a...». Incluyendo, este término confuso ¿qué es participar en el asesoramiento? 
¿Asesorar?» SANCHEZ STEWART, N., «Las funciones del abogado en relación a las obli-
gaciones que impone la normativa de prevención». La Ley penal, n.º 53, Sección Es-
tudios, Octubre 2008, Editorial La Ley.
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de interpretación, de modo que no procede considerar que solamente 
contempla los dictámenes elaborados en el contexto de procedimientos 
judiciales (…)». Es por ello que, el autor airma la sencillez en la inter-
pretación del concepto ya que no se restringe a la actuación forense. 
Debido a su claridad, trae a colación el concepto de asistencia jurídica 
que se ofrece en la página oicial del Colegio de Abogados de París: 
«aconseja y orienta para asegurar el buen in de las negociaciones (…) 
Redacta contratos de trabajo, estatutos sociales, arrendamientos, ce-
siones de fondo de comercio, transacciones (...) Evita los pleitos, ayu-
dando a encontrar soluciones amigables de los conlictos14».

Con la interpretación anterior observamos que no se restringe el 
asesoramiento a un procedimiento judicial, sino que el concepto in-
cluye numerosas actuaciones del Abogado15.

En consecuencia, cabría un asesoramiento jurídico que no termi-
ne en un procedimiento judicial, que no sea previo al mismo y que ni 
siquiera se reiera a un procedimiento, por lo que no goce de la exen-
ción prevista en el art. 22 LPBC.

No existe en ninguna de las deiniciones estudiadas, una diferen-
cia entre el asesoramiento jurídico que se presta en relación a un 
procedimiento judicial, y el asesoramiento jurídico que se presta en la 
realización de cualquier tipo de negocio sometido por el cliente al 
Abogado, entre los que se incluyen, sin lugar a dudas, las compraven-

14 REDONDO HERMIDA, A., «El concepto de conducta «socialmente adecuada» en el 
Auto del Tribunal Supremo de 2 de junio de 2008 (Comentario jurídico al caso «Pre-
sidenta del Tribunal Constitucional»)». La Ley Penal n.º 55, Diciembre 2008, Editorial 
La Ley.

15 El mismo autor ha mencionado doctrina jurisprudencial en apoyo de la inter-
pretación del concepto de asesoramiento. Así, recoge que «el Tribunal Supremo, 
describe el asesoramiento jurídico del siguiente modo: «La acusada (…) se entrevista-
ba con los clientes (…), y asesoraba a los mismos sobre los trámites a seguir para la 
resolución de sus problemas, informándoles de la documentación necesaria para cada 
asunto y requiriéndoles la entrega de la misma (…). En alguna ocasión, la acusada in-
formó a tales clientes de la necesidad de realizar algún trámite adicional, como la nece-
sidad de aportar al expediente que iniciaría un certificado médico o bien la necesidad de 
otorgar un poder». Por su parte, la Sentencia de la Sección Tercera de la Audiencia de 
Madrid, de 3 de diciembre de 2004, entiende que constituye un verdadero asesora-
miento jurídico la actividad del acusado que «asesoró (…) de la situación legal, (…) de 
las normas aplicables, de las expectativas de éxito de cada una de las decisiones que 
pudieran adoptar en relación a la estrategia adecuada, bien estrictamente procesal si 
optaban por la vía judicial, bien extraprocesal, si preferían una acuerdo negociado con 
la compañía, y de cuál podría ser la decisión correcta desde el punto de vista de la nor-
mativa aplicable y de la experiencia legal» REDONDO HERMIDA, A., «El concepto de con-
ducta «socialmente adecuada» en el Auto del Tribunal Supremo de 2 de junio de 2008 
(Comentario jurídico al caso «Presidenta del Tribunal Constitucional»)». La Ley Penal 
n.º 55, Diciembre 2008, Editorial La Ley
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tas de inmuebles, la gestión de fondos, la apertura o gestión de cuen-
tas corrientes, etc. A mayor abundamiento, en el Código Deontológico 
se establecen los valores que deben primar en el ejercicio de la fun-
ción de la Abogacía, sin hacer distinción de ningún tipo: «La honra-
dez, probidad, rectitud, lealtad, diligencia y veracidad son virtudes 
que deben adornar cualquier actuación del Abogado. Ellas son la 
causa de las necesarias relaciones de conianza Abogado-Cliente y la 
base del honor y la dignidad de la profesión. El Abogado debe actuar 
siempre honesta y diligentemente, con competencia, con lealtad al 
cliente, respeto a la parte contraria, guardando secreto de cuanto co-
nociere por razón de su profesión. Y si cualquier Abogado así no lo 
hiciere, su actuación individual afecta al honor y dignidad de toda la 
profesión16». Tampoco se limita a la defensa la función de la Abogacía 
a nivel Europeo, cuando se airma que el deber del Abogado es ser el 
asesor del cliente17.

Y si la función del Abogado integra todos estos conceptos, lo mismo 
ocurre con el secreto profesional, que opera para todos estos concep-
tos, sin que sea posible distinguir que determinadas funciones del Abo-
gado estén cubiertas por el secreto profesional pero no todas. Airmar 
lo contrario podría generar cierta inseguridad jurídica al ciudadano.

Si el asesoramiento es función típica del Abogado, ¿por qué la Ley 
entiende que no lo debe proteger en relación a determinadas activida-
des? ¿Es la LPBC plenamente garantista con los derechos fundamen-
tales del ciudadano?

Un sector de la doctrina reconoce que no siempre es fácil distin-
guir el asesoramiento jurídico relacionado con un procedimiento, de 
la gestión jurídica. Veamos el siguiente ejemplo ofrecido por el autor 
D. Nielson Sánchez Stewart (en orden a observar la posible distin-
ción): «Hoy el cliente no se contenta con la simple opinión del Aboga-
do. Desea hacer en su compañía todo el recorrido, a veces difícil y 
largo, desde que se plantea su problema hasta su solución. Así, el que 
se acerca a un despacho profesional con el objeto de recabar opinión 
sobre cuál es la mejor manera, desde el punto de vista jurídico, de 
emprender un negocio, con su hermano para la venta de artículos al 
por menor, no desea salir de ese despacho con un estudio plasmado 
en antecedentes, consideraciones y conclusiones sino con los medios 

16 Preámbulo del Código Deontológico de la Abogacía Española, aprobado en el 
Pleno de 27 de septiembre de 2002 y modiicado en el Pleno de 10 de diciembre 
de 2002.

17 Código de Deontología de los Abogados Europeos, ha sido adoptado en la Se-
sión Plenaria del CCBE de 28 de octubre de 1988 y modiicado en las Sesiones Plena-
rias de 28 de noviembre de 1998, 6 de diciembre de 2002 y 19 de mayo de 2006.
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para llevar adelante su iniciativa. Y así, si se le aconseja que lo mejor, 
desde el punto de vista civil, mercantil y iscal, es, por ejemplo, orga-
nizarse societariamente, a través de la constitución de una sociedad 
limitada, desea que se le asesore en la redacción de los estatutos de la 
entidad, que se le aconseje sobre los diferentes pactos sociales, que se 
redacte la minuta de la escritura de constitución, que se le acompañe 
físicamente a la notaría donde se ha de otorgar, etc (…). Lo mismo 
cabe decir cuando el cliente acude a un Abogado para ser asesorado 
sobre la viabilidad de la compra de un inmueble. Tampoco desea que 
su relación acabe en la elaboración de un dictamen. Quiere del Abo-
gado algo más: que se le redacte el contrato, que se negocien sus cláu-
sulas, que se supervise el instrumento que se irma y se compruebe 
que es exactamente el que ha redactado y que responde a la voluntad 
de las partes. Todas estas actividades son propias del Abogado y bue-
na prueba de ello es que aparecen detalladas y relacionadas en los 
baremos de honorarios que aprueban los Colegios18».

En las actividades citadas en los reseñados ejemplos, si el Abogado 
tuviera conocimiento de la existencia de indicios de actividades sos-
pechosas por parte de su cliente, deberá comunicarlo al SEPBLAC, es 
decir, deberá denunciar a su cliente, puesto que en caso contrario 
podrá ser objeto de la imposición de la correspondiente sanción ad-
ministrativa por incumplimiento.

Una vez delimitado lo que debe entenderse por asesoramiento y 
las distintas funciones del Abogado, es importante saber qué concre-
tas funciones del Abogado se encuentran protegidas por el secreto 
profesional. Todo ello con la inalidad de esclarecer si las excepciones 
contenidas en la LPBC son suicientes para proteger este derecho y en 
consecuencia, los derechos fundamentales afectados por él.

V. EL SECRETO PROFESIONAL

Las normas sobre blanqueo de capitales, en cuanto imponen al 
Abogado el deber de comunicar al SEPBLAC, determinadas operacio-
nes de sus clientes, supondrían una excepción al deber de secreto 
profesional establecido en el artículo 542.319 de la Ley Orgánica del 

18 SÁNCHEZ STEWART, N., «Las Funciones del abogado en relación a las obligaciones 
que impone la normativa de prevención». La ley penal n.º 53, Sección estudios, Octu-
bre de 2008, Editorial La Ley.

19 «Los abogados deberán guardar secreto de todos los hechos o noticias de que co-
nozcan por razón de cualquiera de las modalidades de su actuación profesional, no 
pudiendo ser obligados a declarar sobre los mismos» (art. 542.3 LOPJ).
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Poder Judicial, el artículo 32 del Estatuto General de la Abogacía y el 
artículo 5 del Código Deontológico de la Abogacía Española. Como ya 
hemos apuntado más arriba, el artículo 22 LPBC, tras hacer referen-
cia a los deberes de información y colaboración con el SEPBLAC es-
tablece: «Sin perjuicio de lo dispuesto en la presente ley, los Abogados 
guardarán el deber de secreto profesional de conformidad con la legisla-
ción vigente20».

Efectivamente, las obligaciones de los Abogados son de identiica-
ción, información y de control interno. La realidad es que las obliga-
ciones de información pueden conigurarse como verdaderas denun-
cias ante el SEPBLAC, órgano íntimamente relacionado con quienes 
están posteriormente encargados de perseguir la posible comisión de 
un delito de blanqueo de capitales.

La Abogacía es una profesión singular que se encuentra sujeta al 
derecho-deber del secreto profesional y es por ello que el art. 22 esta-
blece la salvaguarda antedicha. Si bien, el establecimiento de las obli-
gaciones de información a los Abogados, es una fuente de distintas 
interpretaciones en orden a entender esta obligación compatible con 
la función de Abogado y su deber de secreto. El propio Consejo Gene-
ral de la Abogacía Española se ha sumado a esas interpretaciones. A 
continuación, plasmaremos la interpretación que realiza el órgano 
experto del Consejo General de la Abogacía Española, para garantizar 
la cohesión entre las obligaciones establecidas en la LPBC y las fun-
ciones de Abogado protegidas por el secreto profesional.

Según la Comisión Especial de Prevención del Consejo General de 
la Abogacía, «la interpretación que, en principio, parece desprenderse 
del artículo 22 de la Ley 10/2010, es la siguiente:

a) En aquellos casos en los que la actuación del Abogado se limite 
a analizar la posición jurídica de su cliente, a defenderlo en procesos 
judiciales o a asesorarlo sobre la incoación o la forma de evitar un 
proceso, prima el deber de mantener el secreto profesional.

b) Cuando lo que se solicita del Abogado es su participación acti-
va en alguna de las formas previstas en la norma (concepción de tran-
sacciones, gestión de fondos, creación de empresas…) no existe el 
deber de secreto profesional que está previsto para las funciones pro-
pias del Abogado que son defensa y asesoramiento siempre en exclu-

20 COMISIÓN ESPECIAL DE PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES DEL CONSEJO GE-
NERAL DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA, «La Ley 10/2010 y el secreto profesional», Medidas y 
Recomendaciones para la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo. Versión Mayo 2013.
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sivo beneicio del cliente. Y en tales casos, de conformidad con la Ley, 
si tiene certeza o aprecia indicios de blanqueo de capitales, debe co-
municar la operación, por iniciativa propia, al Servicio Ejecutivo de 
Prevención del Blanqueo de Capitales, en los términos que establece 
la norma.

Existe una zona difusa en relación al asesoramiento, una de las fun-
ciones propias del Abogado, que puede resolverse atendiendo al tiempo 
en que se presta. Si el asesoramiento es posterior a la ejecución de 
cualquiera de las actividades que lo constituyen en sujeto obligado para 
determinar sus consecuencias jurídicas, todo lo que conozca está sujeto 
al secreto profesional. Si, por el contrario, su actuación es previa y al 
asesoramiento se une la gestión, no puede alegarse».

Se recuerda por el órgano experto en la materia del Consejo Gene-
ral de la Abogacía que, el secreto profesional no está establecido en 
beneicio de quienes ejercen la Abogacía sino para proteger el derecho 
a la defensa o a la intimidad del cliente. Además, inaliza airmando la 
posibilidad de la existencia de situaciones en que se planteen dudas al 
Abogado, en relación a si una determinada situación está comprendida 
en el supuesto de la norma o si, por el contrario, debe quedar ampara-
da por el secreto profesional. La solución que se contempla en tales 
casos, es plantear la cuestión al Decano, en los términos previstos en el 
artículo 5.821 del Código Deontológico de la Abogacía Española22.

VI. A MODO DE CONCLUSIÓN

A pesar de la distinción efectuada por la Comisión de Prevención 
del Consejo General de la Abogacía, el asesoramiento jurídico debería 
estar protegido por el secreto profesional en cualquiera de los dos 
supuestos diferenciados y que hemos recogido más arriba, indepen-
dientemente del momento en que se acuda al experto en leyes. Con 

21 Art. 5.8 Código Deontológico de la Abogacía Española: «El secreto profesional 
es un derecho y deber primordial de la Abogacía. En los casos excepcionales de suma 
gravedad en los que, la obligada preservación del secreto profesional, pudiera causar 
perjuicios irreparables o lagrantes injusticias, el Decano del Colegio aconsejará al 
Abogado con la inalidad exclusiva de orientar y, si fuera posible, determinar medios 
o procedimientos alternativos de solución del problema planteado ponderando los 
bienes jurídicos en conlicto. Ello no afecta a la libertad del cliente, no sujeto al secre-
to profesional, pero cuyo consentimiento por sí solo no excusa al Abogado de la pre-
servación del mismo».

22 COMISIÓN ESPECIAL DE PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES DEL CONSEJO GE-
NERAL DE LA ABOGACÍA ESPAÑOLA, «La ley 10/2010 y el secreto profesional», Medidas y 
Recomendaciones para la prevención del blanqueo de capitales y de la financiación del 
terrorismo. Versión Mayo 2013.



LA PREVENCIÓN DEL BLANQUEO DE CAPITALES Y LA ABOGACÍA

© UNED. Revista de Derecho UNED, núm. 20, 2017 653

ello, protegeríamos la conianza que prima en la relación abogado-
cliente fundamento del derecho-deber de secreto profesional y garan-
tía a su vez, para el correcto ejercicio del derecho de defensa.

De lo expuesto se deduce que, la normativa de prevención del 
blanqueo podría generar cierta inseguridad jurídica. Como hemos 
observado, incluso la Comisión de Prevención del Consejo General de 
la Abogacía contempla la posibilidad de que le surjan ciertas dudas al 
Abogado sobre si el asesoramiento prestado, debe quedar amparado 
bajo el secreto profesional y abstenerse de cumplir con las obligacio-
nes de la LPBC o en su defecto, debería cumplir con esta legislación. 
En los supuestos de cumplimiento de la norma y no sujeción al secre-
to profesional, la integridad de la profesión de la Abogacía podría 
verse afectada al quedar seriamente comprometida la conianza que 
debe primar en la relación abogado-cliente.

Una vez más y como en muchas otras ocasiones, habrá que estar 
al caso concreto para determinar si debe primar el cumplimiento de 
la norma administrativa o la salvaguarda del secreto profesional, pero 
siempre teniendo presente que, el incumplimiento de la LPBC con-
templa la imposición de la correspondiente sanción administrativa, e 
incluso, en ciertos supuestos podría llegar a considerarse al sujeto 
obligado como autor de un eventual delito de blanqueo imprudente23.
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